ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

RADICACIÓN: 66001 31 09 007 2019 00070 01
ACCIONANTE: SERGIO ALEJANDRO GARCÍA DUQUE

 ACCIONADA: SECRETARIA DE MOVILIDAD DE MEDELLIN Y OTROS 

ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO / COMPARENDO POR INFRACCIÓN DE TRÁNSITO / OBLIGACIÓN DE NOTIFICAR AL PRESUNTO INFRACTOR, SUPLANTADO POR OTRA persona.
La Corte Constitucional ha señalado que existen al menos dos excepciones a la regla general para la procedencia de la acción de tutela: (i) cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional, y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable…
En lo referido al requisito de subsidiariedad, la Corte ha establecido que la tutela es procedente cuando (i) no exista otro mecanismo de defensa judicial; (ii) existiendo, la intervención del juez constitucional sea necesaria para evitar la consumación de un perjuicio irremediable, evento en el cual procederá de manera transitoria; o (iii) si los mecanismos de defensa judicial no resultan idóneos o eficaces para lograr la protección de los derechos presuntamente conculcados, caso en el cual procederá de manera definitiva. (…)
En lo que respecta al proceso administrativo sancionador, la Corte Constitucional señaló que el mismo constituye una facultad de las autoridades públicas para el cumplimiento de sus decisiones de carácter correctivo (dirigida a los particulares) o disciplinario (aplicada a los servidores públicos) y que “Las decisiones correctivas están reguladas, en principio, con un fin preventivo para que los administrados se abstengan de incurrir en conductas que puedan, entre otras cosas, afectar la convivencia social, fin esencial del Estado. De ahí que el proceso administrativo sancionatorio, desde esta perspectiva, constituye un límite a las libertades individuales en aras de garantizar el orden público”. (…)
En este asunto en particular, el señor Sergio Alejandro García Duque pudo acreditar que no es el propietario de la motocicleta con la cual se cometieron las infracciones de tránsito, ni mucho menos haber estado en la ciudad de Medellín al momento de la comisión de tales hechos, aunado a la respuesta ofrecida por la poseedora del automotor, señora Diana Marcela Meneses Ibarra en la que nombró al señor Norberto Quevedo Rey como la persona que al parecer tenía unos documentos presuntamente “alterados” y a quien se le impusieron los comparendos objeto de debate, situaciones que el accionante puso en conocimiento ante la Secretaría de Movilidad de Medellín, pero esta autoridad solo le respondió que no podían revocar los comparendos sin que exista una orden judicial hasta tanto la Fiscalía General de la Nación no tome una decisión sobre la posible falsificación de documentos, por lo que esta Sala concluye, como lo hizo el juez de primer grado, que al actor se le afectó su derecho fundamental al debido proceso, al no habérsele dado la oportunidad de controvertir la determinación de la administración y uno de los requisitos para poder acceder a esta garantía procesal es tener conocimiento de la actuación surtida, por lo que conforme al principio de publicidad y el procedimiento de notificación que de él se desprende, presupuestos esenciales para su ejercicio, siendo entonces necesario que el actor sea escuchado en el trámite administrativo sancionatorio adelantado por la Secretaría de Movilidad del municipio aludido, independientemente del proceso penal que cursa en la actualidad ante la Fiscalía 158 EDA de Medellín.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, once (11) de septiembre  de dos mil diecinueve (2019)
Proyecto Aprobado con acta No. 810
3:55 p.m.

1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la Inspectora de Policía Urbana adscrita a la Secretaría de Movilidad del Municipio de Medellín frente al fallo proferido el 23 de julio del año 2019 por el Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela que instauró el señor Sergio Alejandro García Duque en contra de la Fiscalía 158 EDA Unidad de Estructura de Apoyo de Medellín, el Municipio de Medellín y la Secretaría de Movilidad de Medellín, por considerar vulnerados sus  derechos fundamentales al debido proceso y petición. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. El señor Sergio Alejandro García Duque indicó que consultó el SIMT por un trámite personal y halló que se encontraba registrado como deudor de comparendos y/o multas en la Secretaría de Movilidad y Tránsito de Medellín por  la suma de $1.929.000, por hechos ocurridos en Medellín, en donde no reside y por la conducción de una motocicleta que no es de su propiedad, máxime que no sabe manejar esa clase de vehículo, ni se encontraba en esa ciudad para la época de los acontecimientos.

Consideró que los comparendos Nos. 0500100000138720450 y 050010000001395338 fueron “cometidos” (sic) por una persona que suplantó su identidad, por lo que procedió a instaurar la respectiva denuncia ante la Fiscalía 158 EDA de Medellín, a donde igualmente, elevó un derecho de petición tendiente a que le eliminaran las multas y le suministraran las copias del expediente.
El Municipio de Medellín - Secretaría de Movilidad le contestó al accionante que los comparendos no serían revocados hasta tanto la FGN tomara una decisión al respecto y de las copias expedidas de la actuación adelantada y que el actor aportó a la investigación, se pueden observar una copia de la cédula de ciudadanía que presentó el falsificador al momento de la comisión del “delito”(sic), en el que se puede ver la foto de otra persona con el número de identificación del accionante y los datos personales que son diferentes a los suyos, al igual que sus firmas, así mismo, la tarjeta de propiedad y la licencia de conducción de la motocicleta con las que se cometieron las infracciones a nombre de la señora Diana Marcela Meneses Ibarra.
Agregó que no le fueron notificados los comparendos mencionados por lo que se le vulneró su derecho de defensa.  Por lo tanto, el accionante aportó las pruebas a la fiscalía accionada para que se designara un investigador y se iniciara el programa metodológico, lo cual hizo mediante un derecho de petición enviado el 13 de marzo de 2018 a la Fiscalía 158 EDA de Medellín, y recibido en la entidad el 15 de marzo siguiente.

El accionante consideró vulnerado su derecho fundamental al debido proceso al aparecer como deudor de dos multas por una infracción que no cometió y por no haber sido notificado de tal situación.  De tal manera, que la acción de tutela es procedente para el amparo de sus garantías, pues ya agotó lo pertinente ante las entidades demandadas.

El actor solicitó: i) ordenar a la Fiscalía 158 EDA Unidad de Estructura de Apoyo o al despacho al que corresponda, contestar de fondo el derecho de petición y no archivar el proceso sin estudiar las pruebas por él aportadas y ii) ordenar a la Secretaría de Movilidad de Medellín y/o a la Alcaldía que fue la que respondió el derecho de petición del 8 de febrero de 2018, que elimine los comparendos Nos. 0500100000138720450 y 050010000001395338  al no haber sido notificados, lo que impidió que ejerciera su derecho a la defensa  (Fls. 1-3). 
2.2.  Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 3-11)

3. RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA
3.1. FISCALÍA 158 EDA LOCAL DE MEDELLÍN

Confirmó que el accionante presentó un derecho de petición que fue recibido  en ese despacho el 3 de abril de 2018, el cual no se contestó en el momento oportuno por cuanto se intentó establecer comunicación con el actor y sin que se hubiera podido lograr tal diligencia, por lo que se le dejó un mensaje de voz indicando que remitirían los oficios a las diferentes entidades para obtener la documentación original. Una vez recibida la presente acción de tutela, se verificó en la carpeta donde se advirtió que la petición del actor no había sido contestada, por lo que se procedió a dar respuesta a la misma, siendo remitida al correo electrónico del accionante, confirmando éste que efectivamente la recibió. Por lo tanto, consideró que se está frente a un hecho superado (Fl.23).
Allegó copia del oficio No.5859 del 18 de julio de 2019 dirigida al actor  junto con los anexos relativos al mismo (Fls.  24-32).

3.2. FISCALÍA 154 LOCAL- COORDINACIÓN UNIDAD DE  DESCONGESTIÓN Y ANÁLISIS DE MEDELLÍN

Señaló que en el Sistema SPOA indicaba que la denuncia presentada por el accionante le había correspondido a ese Despacho, una vez verificado el  inventario se constató el proceso se radicó en la Fiscalía 158 Local EDA de esa ciudad (Fl.33 ).

3.3. DIANA MARCELA MENESES IBARRA
Puso de presente que ella era la poseedora del vehículo en el cual se cometieron las infracciones, pero que figura a nombre de otra persona toda vez que no había hecho el traspaso correspondiente. Así mismo, explicó los pormenores en cuanto a que la persona que presentó la documentación adulterada fue su compañero sentimental de nombre Norberto Quevedo Rey, aportando su número de cédula y lugar de ubicación. Por lo anterior, solicitó que se le desvinculara del presente trámite (Fl. 34).

3.4.  SECRETARIA DE MOVILIDAD DE MEDELLÍN
Manifestó que las órdenes de comparendo Nos. 05001000000013953388 del 11 diciembre de 2016 y 05001000000013872045 del 25 de enero de 2017, fueron realizadas directamente al accionante por una agente de tránsito y se encuentran debidamente firmadas por él, por lo que debe presumirse que conocía la existencia de la infracción y que contaba con cinco días para presentarse ante la entidad y solicitar  la audiencia pública que es el espacio procesalmente adecuado para exponer sus argumentos. 
Consideró que frente a lo señalado por el accionante en cuanto que la firma del comparendo no es la suya, insinuando que se trata de una supuesta falsedad personal, esta situación deberá ser investigada por la Fiscalía General de la Nación, toda vez que esa Secretará no es la entidad competente para determinar los presuntos hechos delictivos ocurrieron,   más aún que en el expediente del comparendo 05000100000013953388  se evidencia una solicitud de entrega de los vehículos retenidos firmada por el señor Sergio Alejandro García Duque, quien debió controvertir dicho acto administrativo en audiencia pública, conforme al artículo 136 del Código Nacional de Tránsito o a través de demanda ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.
Resaltó que el actor no logró probar que estuvieran reunidos los requisitos de procedibilidad de la acción de tutela, toda vez que existe otro medio para solicitar la nulidad de los actos administrativos que reprocha, a sabiendas que al acto se le garantizó el debido proceso al momento de imponerle las sanciones, según lo dispuesto en el C.N.T.   Por lo tanto, solicitó que se declara improcedente la acción de tutela por no cumplirse con el requisito de subsidiariedad  (Fls. 35-38).

Allegó copia de los comparendos aludidos y de las decisiones tomadas al respecto (Fls. 39-48)
3.4. El CONSORCIO ITS guardó silencio.

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

El 23 de julio de 2019, el Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira profirió sentencia de primera instancia, mediante la cual resolvió lo siguiente (Fls. 49-53):

“PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales de Petición y Debido Proceso del señor SERGIO ALEJANDRO GARCÍA DUQUE vulnerados por la SECRETARIA DE MOVILIDAD DE MEDELLÍN.

SEGUNDO: ORDENAR a la SECRETARÍA DE MOVILIDAD DE TRÁNSITO retrotraer la actuación administrativa, concediéndole al accionante cinco (05) días hábiles para que se presente a la autoridad de tránsito y ejerza su derecho de contradicción respecto de los comparendos 050010000000138720450 y 05001000000001395338. En caso de concurrir dentro de este término se le fijará fecha para audiencia de pruebas y alegatos y se le concederá la oportunidad de presentar los recursos que sean del caso. Para efectos de contabilizar este término, la Secretaría de Movilidad de Medellín deberá de notificar los comparendos al señor SERGIO ALEJANDRO GARCIA DUQUE a la dirección aportada en el escrito de tutela (carrera 16 N° 83-106 Multifamiliar La Villa, Bloque 12 apartamento 3B en Pereira, Risaralda, teléfono 3006132577, correo electrónico alejodelverde@hotmail.com), una vez hecho esto, comenzara a contar el término impuesto. (…)”
Las partes fueron notificadas del fallo anterior el 24 de julio de 2019 por medio electrónico (Fl. 61).

5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término legal para presentar la impugnación, el 29 de julio de 2019, la Inspectora de Policía Urbana adscrita a la Secretaría de Movilidad de Medellín, allegó un escrito al juzgado de primer grado en el que precisó que las órdenes de comparendos Nos. Nos. 05001000000013953388 del 11 diciembre de 2016 y 05001000000013872045 del 25 de enero de 2017 no son comparendos electrónicos, sino que fueron elaborados directamente por un agente de tránsito, por lo que considera que el A quo los confunde con foto detecciones, las cuales tienen un procedimiento totalmente diferente para lo cual relaciona las normas pertinentes sobre el proceso contravencional de comparendos elaborados en vía pública. 

Consideró que con lo decidido se transgredió el principio de legalidad, el cual incluye la prohibición de invadir la órbita de competencia de las demás instituciones estatales, pues de lo argumentado por el A quo se infiere que da por resuelto el proceso penal, presumiendo la comisión del delito de falsedad personal cometido en contra del accionante y desconociendo que el mismo corresponde exclusivamente a la FGN por ser la encargada de determinar si el delito se cometió a partir de las pruebas presentadas.  En este caso, la conducta de falsedad en documento se encuentra en etapa de indagación, por lo que no se puede pretender que se notifiquen nuevamente los comparendos aludidos, pues la comisión del delito no está probada.
Insistió que los actos administrativos gozan de presunción de legalidad y de buena fe y en ese sentido, los mismos deberán ser debatidos y decididos por el juez natural y no por el de tutela a sabiendas que el accionante no se encuentra frente a un perjuicio irremediable.

Solicitó que se revoque el fallo de primera instancia, toda vez que el trámite surtido por esa Secretaría se ajustó a lo exigido en la norma vigente.  En caso de no acceder a esta petición, solicitó que se aclare la sentencia por no ser viable notificar por correo certificado un comparendo elaborado por un agente de tránsito en la vía pública (Fls. 63-66).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.  A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario, hay lugar a revocarla de acuerdo a los planteamientos expuestos por la parte impugnante.

6.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4.  La procedencia excepcional de la tutela
6.4.1. La Corte Constitucional ha señalado que existen al menos dos excepciones a la regla general para la procedencia de la acción de tutela
: (i) cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran
 o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional
, y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable
.  Sobre la irremediabilidad del perjuicio, la Corte Constitucional
 estima indispensable concurran las siguientes notas características: “(i) la inminencia del daño, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente, entendiendo por amenaza no la simple posibilidad de lesión, sino la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de forma injustificada; (ii) la gravedad, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) la urgencia, que exige la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; (iv) la impostergabilidad de la tutela, que implica acreditar la necesidad de recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos fundamentales
 ”.  
6.4.2. En relación con el requisito de inmediatez, la Corte ha manifestado que -por regla general- la acción de tutela debe ser instaurada oportunamente y dentro de un plazo razonable.
 Lo anterior no equivale a imponer un término de caducidad, ya que ello trasgrediría el artículo 86 de la Constitución Política, que establece que la tutela se puede instaurar en cualquier tiempo sin distinción alguna
. El análisis de este requisito no se suple con un cálculo cuantitativo del tiempo transcurrido entre la vulneración o amenaza de los derechos y la instauración de la acción de tutela, sino que supone un análisis del caso particular conforme a diferentes criterios, tales como la situación personal del peticionario, el momento en el que se produce la vulneración, la naturaleza de la vulneración, la actuación contra la que se dirige la tutela y los efectos de esta en los derechos de terceros.

6.4.3. En lo referido al requisito de subsidiariedad, la Corte ha establecido que la tutela es procedente cuando (i) no exista otro mecanismo de defensa judicial; (ii) existiendo, la intervención del juez constitucional sea necesaria para evitar la consumación de un perjuicio irremediable
, evento en el cual procederá de manera transitoria; o (iii) si los mecanismos de defensa judicial no resultan idóneos o eficaces para lograr la protección de los derechos presuntamente conculcados, caso en el cual procederá de manera definitiva.
 La idoneidad se refiere a la aptitud material del mecanismo judicial para producir el efecto protector de los derechos fundamentales, lo que ocurre cuando el medio de defensa se corresponde con el contenido del derecho, mientras que la eficacia hace alusión al hecho que el mecanismo esté diseñado de forma tal que brinde de manera oportuna e integral una protección al derecho amenazado o vulnerado.
 

6.5.  DEL CASO EN CONCRETO

6.5.1.  Del escrito de la demanda, se observa que el señor Sergio Alejandro García Duque solicitó la intervención del juez constitucional para que protegiera sus derechos fundamentales al debido proceso y contradicción, los que consideró vulnerados por el Municipio de Medellín - Secretaría de Movilidad, toda vez que en el sistema SIMIT le registran dos comparendos, los Nos. 0500100000138720450 y 050010000001395338, sin que le hubieran sido notificados y por lo cual debió presentar la respectiva denuncia ante la FGN. 
6.5.2.  Al momento de instaurar la acción de tutela, el señor García Duque no había recibido respuesta a su petición del 13 de marzo de 2018 dirigida a la Fiscalía 158 EDA de Medellín, en la que había solicitado que se designara un investigador para su caso radicado al No.0500160002482018-01752 por el delito de falsedad personal en aras de que desarrollara el programa metodológico y así establecer quién fue la persona que suplantó su identidad y cometió las infracciones de tránsito y así anular los actos administrativos que resolvieron sancionar al actor dentro del proceso contravencional de tránsito (Fls. 4 y 5).  Sin embargo, a raíz de esta demanda constitucional, la Fiscalía 158 EDA de Medellín contestó cada una de las inquietudes al actor, mediante el oficio No.5859 del 18 de julio de 2019 (Fls. 24 y 25), el que fue enviado al correo electrónico alejodelverde@hotmail.com (Fl.30).

6.5.3.  Así las cosas, quedó superado uno de los motivos que originaron la demanda de amparo como lo era que la Fiscalía 158 EDA de Medellín contestara su petición del 13 de marzo de 2018.  Ahora bien, con respecto a que se ordenara a esa Delegada de la FGN que no archive el proceso No.0500160002482018-01752 por el delito de falsedad en documento se pudo establecer que el mismo se encuentra en la etapa de indagación, activo y pendiente (según la respuesta ofrecida al accionante, folios 24 y 25).  De tal manera, que el juez de tutela no puede estudiar el asunto de fondo puesto en conocimiento por el accionante, toda vez será en el curso del proceso penal donde aparece como víctima, en el que podrá presentar las conformidades o irregularidades que se consideren pertinentes.  Por lo tanto, del principio de la subsidiariedad se deriva el carácter excepcional, preferente y sumario que tiene la acción de tutela, el cual le impone al ciudadano la obligación de acudir a los otros mecanismos antes de invocar la protección de los derechos fundamentales a través del amparo constitucional, tal como lo dijo la Corte Constitucional cuando señaló que
: 

“Los conflictos jurídicos relacionados con los derechos fundamentales deben ser en principio resueltos por las vías ordinarias y solo en casos excepcionales a través de la acción de tutela. 

En tal sentido, la Corte ha sido enfática al considerar que la acción de tutela no es un mecanismo alternativo o paralelo en la resolución de conflictos, por lo que no es dable la intromisión de la jurisdicción constitucional en la órbita propia de la justicia ordinaria sino cuando se presentan unas especialísimas circunstancias que hacen procedente el amparo[35]. Es así como esta Corporación ha precisado algunas razones que resaltan la importancia del estudio del requisito de subsidiariedad a fin de determinar la procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales[36], dentro de las que se destaca el respeto por el debido proceso propio de cada actuación judicial. 

En concreto se indicó: “Las etapas, recursos y procedimientos que conforman un proceso, son el primer espacio de protección de los derechos fundamentales de los asociados, especialmente en lo que tiene que ver con las garantías del debido proceso. Es en este sentido que la sentencia C-543/92 puntualiza que: ‘tratándose de instrumentos dirigidos a la preservación de los derechos, el medio judicial por excelencia es el proceso, tal como lo acreditan sus remotos orígenes’. Por tanto, no es admisible que el afectado alegue la vulneración o amenaza de un derecho fundamental cuando no ha solicitado el amparo de sus derechos dentro del proceso, pues, en principio, el ordenamiento jurídico le ha dotado de todas las herramientas necesarias para corregir durante su trámite las irregularidades procesales que puedan afectarle.”
   (Subrayas propias)
6.5.4.  De las pruebas que obran en la foliatura, la Sala observa que los comparendos números 050010000013872045 del 11 de diciembre de 2016  y 0500100000013953388  del 25 de enero de 2017 no pudieron ser notificados por la Secretaría de Movilidad de Medellín al accionante, toda vez que los mismos fueron firmados por el presunto infractor en el momento en que se expidieron por el agente de tránsito, en los que aparece consignado el nombre de “Sergio Alejandro G”  (folio 8 frente y vuelto), a quien se le entregó el vehículo motocicleta IRZ90C que le había sido inmovilizado (folio 9 frente y vuelto), al parecer por haber presentado los documentos a nombre de la propietaria de dicho automotor, señora Diana Marcela Meneses Ibarra (folio 10 vuelto) y de una cédula de ciudadanía No.3.474.365 a nombre de Sergio Alejandro García Duque (folio 10 frente).
6.5.5. De acuerdo con la Ley 769 de 2002 (Código Nacional de Tránsito) cuando las autoridades competentes advierten la presunta comisión de infracciones a las normas allí previstas, les corresponde librar una orden de comparendo, que de conformidad con el artículo 3º de dicha normas una "orden formal de notificación para que el presunto contraventor o implicado se presente ante la autoridad de tránsito por la comisión de una infracción". El artículo 135 de esa misma ley indica lo siguiente que cuando la presunta infracción se advierte por medios técnicos o tecnológicos, la orden de comparendo debe remitirse por correo, dentro de los tres días hábiles siguientes, al propietario del vehículo para lo de su competencia, pues en dicha citación claramente se le hace saber que de no ser el infractor puede indicar quién es el inculpado:

"Artículo 135. Procedimiento. Ante la comisión de una contravención, la autoridad de tránsito debe seguir el procedimiento siguiente para imponer el comparendo:

Ordenará detener la marcha del vehículo y le extenderá al conductor la orden de comparendo en la que ordenará al infractor presentarse ante la autoridad de tránsito competente dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes. Al conductor se le entregará copia de la orden de comparendo.

Para el servicio además se enviará por correo dentro de los tres (3) días hábiles siguientes copia del comparendo al propietario del vehículo, a la empresa a la cual se encuentra vinculado y a la Superintendencia de Puertos y Transporte para lo de su competencia.

La orden de comparendo deberá estar firmada por el conductor, siempre y cuando ello sea posible. Si el conductor se negara a firmar o a presentar la licencia, firmará por él un testigo, el cual deberá identificarse plenamente con el número de su cédula de ciudadanía o pasaporte, dirección de domicilio y teléfono, si lo tuviere.

No obstante lo anterior, las autoridades competentes podrán contratar el servicio de medios técnicos y tecnológicos que permitan evidenciar la comisión de infracciones o contravenciones, el vehículo, la fecha, el lugar y la hora. En tal caso se enviará por correo dentro de los tres (3) días hábiles siguientes la infracción y sus soportes al propietario, quien estará obligado al pago de la multa. Para el servicio público además se enviará por correo dentro de este mismo término copia del comparendo y sus soportes a la empresa a la cual se encuentre vinculado y a la Superintendencia de Puertos y Transporte para lo de su competencia.

El Ministerio de Transporte determinará las características técnicas del formulario de comparendo único nacional, así como su sistema de reparto. En este se indicará al conductor que tendrá derecho a nombrar un apoderado si así lo desea y que en la audiencia, para la que se le cite, se decretarán o practicarán las pruebas que solicite. El comparendo deberá además proveer el espacio para consignar la dirección del inculpado o del testigo que lo haya suscrito por este.”

6.5.6.  En lo concerniente al debido proceso administrativo, debe señalarse que se encuentra regulado en el artículo 29 de la Constitución Política, en el cual se determina la aplicación del debido proceso en “toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”, la Corte Constitucional ha manifestado que el debido proceso comprende lo siguiente:

“a) 
El derecho a la jurisdicción, que a su vez implica los derechos al libre e igualitario acceso ante los jueces y autoridades administrativas, a obtener decisiones motivadas, a impugnar las decisiones ante autoridades de jerarquía superior, y al cumplimiento de lo decidido en el fallo.

b)      El derecho al juez natural, identificado este con el funcionario que tiene la capacidad o aptitud legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división del trabajo establecida por la Constitución y la ley.

c) El derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos los medios legítimos y adecuados para ser oído y obtener una decisión favorable. De este derecho hacen parte, el derecho al tiempo y a los medios adecuados para la preparación de la defensa; los derechos a la asistencia de un abogado cuando se requiera, a la igualdad ante la ley procesal, el derecho a la buena fe y a la lealtad de todas las demás personas que intervienen en el proceso.

d) El derecho a un proceso público, desarrollado dentro de un tiempo razonable, lo cual exige que el proceso o la actuación no se vea sometido a dilaciones injustificadas o inexplicables.

e) El derecho a la independencia del juez, que solo tiene efectivo reconocimiento cuando los servidores públicos a los cuales confía la Constitución la tarea de administrar justicia, ejercen funciones separadas de aquellas atribuidas al ejecutivo y al legislativo.

f) El derecho a la independencia e imparcialidad del juez o funcionario, quienes siempre deberán decidir con fundamento en los hechos, de acuerdo con los imperativos del orden jurídico, sin designios anticipados ni prevenciones, presiones o influencias ilícitas.”

6.5.7. En lo que respecta al proceso administrativo sancionador, la Corte Constitucional señaló que el mismo constituye una facultad de las autoridades públicas para el cumplimiento de sus decisiones de carácter correctivo (dirigida a los particulares) o disciplinario (aplicada a los servidores públicos)
 y que “Las decisiones correctivas están reguladas, en principio, con un fin preventivo para que los administrados se abstengan de incurrir en conductas que puedan, entre otras cosas, afectar la convivencia social, fin esencial del Estado. De ahí que el proceso administrativo sancionatorio, desde esta perspectiva, constituye un límite a las libertades individuales en aras de garantizar el orden público”.
 En materia de tránsito, la Corte Constitucional señaló que el derecho administrativo sancionador “es aplicado desde su óptica correctiva, para que los particulares se abstengan de incurrir en las conductas que les están proscritas de acuerdo al Código Nacional de Tránsito y, en caso de hacerlo, se pretende que la administración esté facultada para imponer y hacer cumplir las sanciones a que haya lugar.” 
 

6.5.8.  En este asunto en particular, el señor Sergio Alejandro García Duque pudo acreditar que no es el propietario de la motocicleta con la cual se cometieron las infracciones de tránsito, ni mucho menos haber estado en la ciudad de Medellín al momento de la comisión de tales hechos, aunado a la respuesta ofrecida por la poseedora del automotor, señora Diana Marcela Meneses Ibarra en la que nombró al señor Norberto Quevedo Rey como la persona que al parecer tenía unos documentos presuntamente “alterados” y a quien se le impusieron los comparendos objeto de debate, situaciones que el accionante puso en conocimiento ante la Secretaría de Movilidad de Medellín, pero esta autoridad solo le respondió que no podían revocar los comparendos sin que exista una orden judicial hasta tanto la Fiscalía General de la Nación no tome una decisión sobre la posible falsificación de documentos, por lo que esta Sala concluye, como lo hizo el juez de primer grado, que al actor se le afectó su derecho fundamental al debido proceso, al no habérsele dado la oportunidad de controvertir la determinación de la administración y uno de los requisitos para poder acceder a esta garantía procesal es tener conocimiento de la actuación surtida, por lo que conforme al principio de publicidad y el procedimiento de notificación que de él se desprende, presupuestos esenciales para su ejercicio, siendo entonces necesario que el actor sea escuchado en el trámite administrativo sancionatorio adelantado por la Secretaría de Movilidad del municipio aludido, independientemente del proceso penal que cursa en la actualidad ante la Fiscalía 158 EDA de Medellín. 
6.5.9.  Lo analizado por esta Colegiatura tiene asidero en la jurisprudencia de la Corte Constitucional cuando afirmó que el derecho fundamental al debido proceso administrativo se descompone en diferentes garantías “una de ellas es el derecho de defensa y contradicción, consistente en el derecho reconocido a toda persona de ser oída, de hacer valer las propias razones y argumentos, de controvertir, contradecir y objetar las pruebas en contra y de solicitar la práctica y evaluación de las que se estiman favorables, así como ejercitar los recursos que le otorga y en la Sentencia T-051 de 2016, dicha Corporación enfatizó lo siguiente sobre al derecho de defensa:

“concreta la garantía de la participación de los interlocutores en el discurso jurisdiccional, sobre todo para ejercer sus facultades de presentar argumentaciones y pruebas. De este modo, el derecho de defensa garantiza la posibilidad de concurrir al proceso, hacerse parte en el mismo, defenderse, presentar alegatos y pruebas. Cabe decir que este derecho fundamental se concreta en dos derechos: en primer lugar el derecho de contradicción, y, en segundo lugar, el derecho a la defensa técnica.”

El derecho de defensa, puntualmente, se centra en la posibilidad de que el administrado conozca y tenga la posibilidad de hacer parte del procedimiento que lo involucra y, a partir de ahí, exponer su posición y debatir la de la entidad correspondiente por medio de los recursos y medios de control dispuestos para el efecto. Por su parte, el derecho de contradicción, tiene énfasis en el debate probatorio, implica la potestad de presentar pruebas, solicitarlas, “participar efectivamente en [su] producción” y en “exponer los argumentos en torno a lo que prueban los medios de prueba”
.

En suma, esta garantía procesal consiste, primero, en la posibilidad de que el particular, involucrado en un procedimiento o proceso adelantado por la administración, pueda ser escuchado y debatir la posición de la entidad correspondiente; segundo, presentar pruebas, solicitar la práctica de las que se considere oportuno y, de ser pertinente, participar en su producción; tercero, controvertir, por medio de argumentos y pruebas, aquellas que contra él se alleguen; cuarto, la posibilidad de interponer los recursos de ley y, quinto, la potestad de ejercer los medios de control previstos por el legislador.
 (…)”
Por lo discurrido, esta Sala confirmará el fallo de primer grado.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución.

RESUELVE

PRIMERO:  CONFIRMAR la decisión del 23 de julio de 2019 proferida por el Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela incoada por el  señor Sergio Alejando García Duque  en contra de la Fiscalía 158 EDA Unidad de Estructura de Apoyo de Medellín, el Municipio de Medellín y la Secretaría de Movilidad de Medellín.
SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y SE DISPONE el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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